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I. RESPUESTA AL CUESTIONARIO DE LA PRESIDENTA DEL GRUPO DE TRABAJO SOBRE LA CUESTIÓN DE LA DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER EN LA LEGISLACIÓN Y EN LA PRÁCTICA EN MATERIA DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD DE MUJERES Y NIÑAS
Sistema de justicia
1. ¿Cuáles son las causas principales de que las mujeres entren en conflicto con la ley y se enfrenten a la privación de libertad, incluida la detención preventiva? ¿Cuáles son los grupos de mujeres más vulnerables y porqué? Indique los tipos de delitos por los que generalmente se acusa a las mujeres o a un grupo particular de mujeres, incluidas las infracciones administrativas.

1.1. Causas principales
Respecto de las causas principales por las que las mujeres entran en conflicto con la ley y son sancionadas, ya sea con pena privativa de libertad o con detención preventiva, es preciso señalar que para identificar dichas causas se han analizado las características socio-demográficas de la población privada de libertad. Es así que, tomando en cuenta el Primer Censo Nacional Penitenciario 2016 y el Primer Censo Nacional de Población en los Centros Juveniles de Diagnóstico y Rehabilitación 2016, se identificó que la conducta delictiva es el resultado de una serie de factores que van formando a la persona desde sus primeras etapas de la vida. La probabilidad de transgredir las normas está condicionada por factores individuales a nivel psicopatológico (factores endógenos), familiares y sociales (factores exógenos) disfuncionales que interactúan entre sí, con consecuencias negativas. Los censos antes mencionados permiten explorar la presencia de los principales factores exógenos entre la población femenina adulta y adolescente privada de libertad, tal como se puede observar en el siguiente cuadro:
	Factores criminógenos
	Población Adolescente femenina privada de libertad en un centro juvenil
	Población adulta femenina privada de libertad en un establecimiento penitenciario

	Escuela
	No culminó la Escuela Básica Regular
	89.7%
	63%

	
	En la secundaria se relacionó con compañeros que tuvieron problemas con la ley
	13.6%
	-

	Trabajo
	Trabajó alguna vez
	63.2%
	91%

	
	Trabajó antes de los 14 años
	21.8%
	20.2 %

	Consumo de alcohol y drogas
	Consumo de drogas antes de ingresar al CJ EP
	58.6%
	10.2%

	
	Consumo de alcohol antes de ingresar al CJ EP
	72.4%
	40%

	
	Consumo de drogas o alcohol durante las 6 horas antes del delito
	-
	10%

	Familia
	Violencia física ejercida por los padres
	29.9%
	42.3%

	
	Consumo de alcohol por parte de los padres
	31%
	27.4%

	
	Consumo de drogas por parte de los padres
	5.7%
	3.3%

	
	Violencia física contra la madre por parte del padre
	32.2%
	31.6%

	
	Abandono del hogar antes de los 15 años
	47.1%
	30%

	
	Familiar preso
	52%
	29.5

	Grupo de pares
	Mejores amigos cometían delitos o infracciones
	52%
	12.3%

	Barrio
	Existían pandillas o bandas delictivas en el barrio
	50.6%
	30.5%


Fuente: Dirección General de Asuntos Criminológicos
1.2. Grupos de mujeres más vulnerables 

Asimismo, respecto de los grupos de mujeres más vulnerables y la razón de dicha situación, es de interés señalar las razones principales se encuentran relacionadas con variables intrínsecas a tal población, como la lengua materna, autoidentificación étnica, sexual o discapacidad, como se puede apreciar mejor en el siguiente cuadro:
	Factor de vulnerabilidad
	Población adolescente femenina privada de libertad en un centro juvenil
	Población adulta femenina privada de libertad en un establecimiento penitenciario

	Lengua materna
	Castellano – 96.6%

Quechua – 3.4%
	Castellano – 84.8%

Quechua – 10.2%

Aymara – 2.7%

	Orientación sexual
	-
	Heterosexual – 93.7%

Homosexual – 2.7%

Bisexual – 2.5%

	Discapacidad
	Para atender o aprender – 28.7%
Para relacionarse con los demás por sus pensamientos, sentimientos, emociones o conductas – 10.3%
	Para ver – 22.5%
Para moverse o caminar, usar brazo y piernas – 12.8%

Para entender o aprender – 11.9%

	Autoidentificación étnica
	Mestizo – 48.3%
Blanco – 26.4%

Afroperuana – 19.5%

Quechua – 4.6%
	Mestizo – 54.4%

Blanco – 13%

Afroperuana – 12.7%

Quechua – 7.7%

	Mujeres con hijos/as que viven en el CJ o EP
	11.5%
	8.2%

	Experiencia de discriminación antes del internamiento
	12.6%
	14%

	Motivo por el que fue discriminada antes del internamiento
	Por ser mujer – 18.2%
Por su comportamiento – 18.2%

Por sus costumbres (música, comida y vestimenta) – 9.1%

Por ser pobre/no tener dinero – 9.1%

Por su orientación sexual – 9.1%
	Por ser pobre/no tener dinero – 17.4%
Por su color de piel/raza – 11.1%

Por antecedentes penales/judiciales – 10.4%

Por sus costumbres (música, comida y vestimenta) – 6.6%

	Quién la hizo sentir discriminada antes del internamiento
	Compañeros de estudio – 27.3%
Vecinos/conocidos – 27.3%

Familiares – 27.3%

Personal de PNP 18.2%
	Vecinos/conocidos – 28.9%
Familiares – 22%

Funcionarios/as del sector público – 17.4%

	Experiencia de discriminación en el CJ o EP
	14.9%
	24.2%

	Motivo por el que fue discriminada en el internamiento
	Por sus costumbres (música, comida, vestimenta) – 30.8%

Por su color de piel/raza – 23.1%

Por su orientación sexual – 7.7%

Otro – 30.8%
	Por su origen familiar/su lugar de nacimiento/su región de procedencia – 14.1%

Por sus costumbres (música, comida y vestimenta) – 10.2%

Por su color de piel/raza – 8.4%

Por su idioma/lengua/forma de hablar/acento/dejo – 8%

Otro motivo – 44.1%

	Quién la hizo sentir discriminada en el internamiento
	Compañeras del centro juvenil – 69.2%

Personal del centro juvenil – 23.1%

Personal de la PNP – 7.7%
	Personal del INPE – 56.8%

Compañeras del EP – 51.1%

Personal de seguridad – 14.7%

Personal de la PNP – 7.9%


Fuente: Dirección General de Asuntos Criminológicos
De manera específica, sobre las mujeres privadas de libertad con hijos e hijas, el Instituto Nacional Penitenciario (INPE), orienta sus actividades y acciones al cuidado y protección de niños y niñas, contando con el “Manual de Procedimientos para el ingreso y egreso de los hijos menores a tres años de las internas a los establecimientos penitenciarios” (2010) y el “Protocolo Intersectorial para la atención oportuna de hijas o hijos menores de edad de las madres internas en establecimientos penitenciarios” (2016).

Asimismo, en el año 2017, se suscribió un convenio con el Programa Nacional CUNA MAS del Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social (MIDIS), con el fin de contribuir en la atención de grupos vulnerables que se encuentran dentro del sistema Penitenciario Nacional, en especial niñas y niños de seis a treinta y seis meses de edad en su condición de hijos e hijas de las mujeres que se encuentran privadas de su libertad, a través de la implementación del Servicio de Cuidado Diurno (SCD)
Y, un último grupo de mujeres más vulnerables son las menores de 18 años (1,473 mujeres detenidas), las mayores de 62 años (1,099 mujeres detenidas) y las mujeres con discapacidad. Ello en razón a las necesidades específicas que tienen, mayor atención en aspectos de salud y nutrición, las cuales no pueden ser atendidos con la rigurosidad que se debe por encontrarse en contexto de encierro y dentro de estos con muchas limitaciones, como infraestructura, carencia de personal médico y especialistas en geriatría, ginecología, entre otros.
1.3. Tipos de delitos
Respecto de los tipos de delitos por lo que generalmente se acusa a las mujeres o a un grupo particular de mujeres, incluyendo las infracciones administrativas, es preciso informar que, en virtud de lo reportado por la Gerencia del Registro Nacional de Detenidos y Sentenciados a Pena Privativa de Libertad Efectiva (RENADESPPLE), en la última década se han registrado un total de 51,558 mujeres detenidas a nivel nacional, siendo el motivo de su detención predominantemente las flagrancias delictivas.
En este sentido, cabe señalar que existe mayor incidencia de mujeres sancionadas por trasgredir la ley penal y normas administrativas por los delitos de tráfico ilícito de drogas y hurto agravado, seguidos de los delitos de estafa y delitos contra la administración pública y, en los últimos tres años, los delitos de trata de personas y la falta administrativa de imprudencia de conducción vehicular. Población penal femenina según situación jurídica y por tipo de delitos específico:
	Nº
	Delitos
	Total
	Procesado
	Sentenciado

	
	Total
	4,977
	2,083
	857

	1
	Tráfico Ilícito de Drogas
	1,544
	598
	857

	2
	Promoción o favorecimiento al tráfico ilícito de drogas
	591
	258
	333

	3
	Tráfico ilícito de drogas – Formas agravadas
	534
	165
	369

	4
	Robo agravado
	427
	180
	247

	5
	Trata de personas
	171
	104
	67

	6
	Microcomercialización o microproducción
	169
	40
	129

	7
	Parricidio
	156
	54
	102

	8
	Extorción
	151
	56
	95

	9
	Homicidio calificado – Asesinato
	149
	49
	100

	10
	Hurto agravado
	143
	46
	97

	11
	Asociación ilícita para delinquir
	136
	124
	12

	12
	Robo agravado – Grado tentativa
	80
	42
	38

	13
	Secuestro
	77
	27
	50

	14
	Hurto agravado – Grado tentativa
	71
	18
	53

	15
	Estafa
	64
	26
	38

	16
	Tenencia ilegal de armas
	49
	22
	27

	17
	Lesiones graves
	35
	18
	17

	18
	Homicidio simple
	33
	13
	20

	19
	Usurpación
	28
	20
	8

	20
	Tráfico de monedas y billetes falsos
	27
	15
	12

	21
	Delito de terrorismo
	25
	6
	19

	22
	Receptación
	23
	18
	5

	23
	Violación sexual de menor de edad
	19
	8
	11

	24
	Falsificación de documentos
	18
	6
	12

	25
	Traición a la patria
	16
	0
	16

	26
	Falsificación de billetes o monedas
	15
	14
	1

	27
	Organización criminal
	15
	15
	0

	28
	Proxenetismo
	14
	5
	9

	29
	Formas agravadas de trata de personas
	12
	3
	9

	30
	Cohecho pasivo propio
	11
	4
	7

	31
	Otros delitos
	263
	129
	134


Fuente: Unidades de Registro Penitenciario – INPE
Por otro lado, respecto a los centros juveniles de diagnóstico y rehabilitación para la atención de adolescentes mujeres a quienes se les ha impuesto la sanción de internamiento preventivo o internación, como consecuencia de un proceso judicial por infracción a la ley,  se informa que al mes de agosto del 2018, el único centro juvenil para mujer alberga a 99 adolescentes, de las cuales 5 están embarazadas y 5 han sido recluidas con su menor hijo; siendo su situación jurídica, edad, motivo de ingreso, lugar de procedencia y grado de instrucción, el que se indica en el siguiente cuadro:

	Distribución por Situación Jurídica Actual

	Nº
	Situación Jurídica
	Cantidad
	Estructura

	1
	Sentenciado
	78
	78.79%

	2
	Procesado
	21
	21.21%

	Total
	99
	100.00%


Fuente: Gerencia de Centros Juveniles

	Distribución por Edades

	Nº
	Edades
	Cantidad
	Estructura

	1
	14 años
	1
	1.01%

	2
	15 años
	10
	10.10%

	3
	16 años
	18
	18.18%

	4
	17 años
	28
	28.28%

	5
	18 años
	21
	21.21%

	6
	19 años
	13
	13.13%

	7
	20 años
	6
	6.06%

	8
	21 años a más
	2
	2.02%

	Total
	99
	100.00%


Fuente: Gerencia de Centros Juveniles
	Distribución por Motivo de Ingreso

	Nº
	Infracción a la ley penal
	Cantidad
	Estructura

	1
	Violación sexual
	1
	1.01%

	2
	Violación sexual de menor de edad
	3
	3.03%

	3
	Actos contra el pudor
	0
	0%

	4
	Secuestro
	3
	3.03%

	5
	Pornografía infantil
	0
	0%

	6
	Trata de personas
	1
	1.01%

	7
	Homicidio simple
	0
	0%

	8
	Homicidio calificado
	9
	9.09%

	9
	Parricidio
	8
	8.08%

	10
	Sicariato
	0
	0%

	11
	Infanticidio
	0
	0%

	12
	Feminicidio
	1
	1.01%

	13
	Autoaborto
	0
	0%

	14
	Lesiones leves
	2
	2.02%

	15
	Lesiones graves
	3
	3.03%

	16
	Exposición a peligro o abandono a persona en peligro
	0
	0%

	17
	Extorción
	2
	2.02%

	18
	Abigeato
	0
	0%

	19
	Hurto simple
	0
	0%

	20
	Hurto agravado
	3
	3.03%

	21
	Robo
	0
	0%

	22
	Robo agravado
	45
	45.45%

	23
	Tenencia ilegal de armas
	2
	2.02%

	24
	Tráfico ilícito de drogas
	12
	12.12%

	25
	Violencia y resistencia a la autoridad
	0
	0%

	26
	Marcaje o reglaje 
	1
	1.01%

	27
	Asociación ilícita
	2
	2.02%

	28
	Banda criminal
	1
	1.01%

	29
	Otros
	0
	0%

	Total
	99
	100.00%


Fuente: Gerencia de Centros Juveniles

	Distribución por Departamento de Origen

	Nº
	Departamento
	Cantidad
	Estructura

	1
	Amazonas
	0
	0%

	2
	Áncash
	4
	4.04%

	3
	Apurímac
	0
	0%

	4
	Arequipa
	3
	3.03%

	5
	Ayacucho
	6
	6.06%

	6
	Cajamarca
	3
	3.03%

	7
	Callao
	2
	2.02%

	8
	Cusco
	4
	4.04%

	9
	Huancavelica
	0
	0%

	10
	Huánuco
	1
	1.01%

	11
	Ica
	3
	3.03%

	12
	Junín
	3
	3.03%

	13
	La Libertad
	5
	5.05%

	14
	Lambayeque
	2
	2.02%

	15
	Lima
	47
	47.47%

	16
	Loreto
	0
	0%

	17
	Madre de Dios
	1
	1.01%

	18
	Moquegua
	0
	0%

	19
	Pasco
	1
	1.01%

	20
	Piura
	4
	4.04%

	21
	Puno
	3
	3.03%

	22
	San Martín
	2
	2.02%

	23
	Tacna
	2
	2.02%

	24
	Tumbes
	1
	1.01%

	25
	Ucayali
	2
	2.02%

	26
	Extranjero
	0
	0%

	Total
	99
	100.00%


Fuente: Gerencia de Centros Juveniles

	Distribución por Grado de Instrucción

	Nº
	Grado de Instrucción
	Cantidad
	Estructura

	1
	Analfabeto
	0
	0%

	2
	Primaria completa
	0
	0%

	3
	Primaria incompleta
	7
	7.07%

	4
	Secundaria completa
	20
	20.20%

	5
	Secundaria incompleta
	43
	43.43%

	6
	CEBA inicial
	0
	0%

	7
	CEBA intermedio
	1
	1.01%

	8
	CEBA avanzado
	24
	24.24%

	9
	Superior técnico completa
	0
	0%

	10
	Superior técnico incompleta
	3
	3.03%

	11
	Superior universitario incompleto
	1
	1.01%

	
	Total
	99
	100%


Fuente: Gerencia de Centros Juveniles

Es importante precisar que los hechos cometidos por las o los adolescentes en conflicto con la Ley Penal son consideradas infracciones, que constituyen hechos tipificados en el Código Penal o en las Leyes Especiales como delitos o faltas; sin embargo, estos adolescentes son sujetos de responsabilidad penal especial, por cuanto la pena abstracta contenida en los tipos penales no son de aplicación supletoria en el Sistema de Justicia Penal Juvenil, siendo que el máximo de la sanción hasta el plazo de 10 años.
Asimismo, en octubre del presente año, la administración de los centros juveniles ha sido transferida,  del Poder Judicial al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, habiéndose transferido  9 Centros Juveniles de Diagnóstico y Rehabilitación y 25 Servicios de Orientación al Adolescente. A través de esta acción, el Ministerio ha asumido el reto de gestionar dichos centros, en los que aplicará un tratamiento con enfoque educativo para los más de 3800 adolescentes infractores de la ley penal, a fin de darles la oportunidad de una reinserción plena en la sociedad. Esta transferencia se hace en cumplimiento del Decreto Legislativo N° 1299 “Decreto Legislativo que transfiere el sistema nacional de reinserción social del adolescente en conflicto con la ley penal al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos” del 30 de diciembre de 2016. 
2. ¿Cuáles son los principales desafíos para el acceso de las mujeres a la justicia, incluyendo, por ejemplo, la disponibilidad y la calidad de la representación legal, la capacidad para pagar la fianza y la existencia de estereotipos de género y prejuicios en los procedimientos judiciales?
Al respecto, según lo reportado por la Dirección General de Defensa Pública de Víctimas, se informa que el principal desafío es la disponibilidad y calidad de la representación legal, manifestado específicamente de los siguientes factores: a) Incremento de defensores públicos penales, de asistencia legal y de defensa de víctimas, a fin de que el usuario o usuaria reciba un servicio de calidad; b) Realización de las supervisiones a los defensores públicos, con la finalidad de monitorear la labor que desempeñan los servidores y que va relacionado con la atención inmediata y direccionamiento de los pedidos efectuados por los usuarios del servicio de defensa; y, c) Capacitación del personal para mejorar la calidad del servicio.

Asimismo, tomando en cuenta los patrocinios de defensores y defensoras públicos penales, tenemos que los delitos de mayor incidencia por los que mujeres son imputadas, son los delitos de agresiones contra las mujeres o integrantes del grupo familiar, lesiones leves y hurto agravado, como se aprecia de mejor manera en el siguiente cuadro.

	Patrocinios por delitos a mujeres en defensa penal (Imputadas)

	Nº
	Delitos
	Cantidad

	1
	Agresiones contra las mujeres o integrantes del grupo familiar
	1,859

	2
	Lesiones leves
	1,642

	3
	Hurto agravado
	702

	4
	Violencia familiar – Lesiones leves
	651

	5
	Usurpación agravada
	624

	6
	Lesiones por violencia familiar – Grado de tentativa
	479

	7
	Usurpación
	442

	8
	Falsificación de documentos
	396

	9
	Faltas contra la persona
	356

	10
	Estafa genérica
	318


Fuente: Dirección General de Defensa Pública y Acceso a la Justicia
Y, respecto de los delitos de mayor incidencia por los que las mujeres son víctimas, tenemos que los delitos de omisión de prestación de alimentos, lesiones leves y agresiones contra las mujeres o integrantes del grupo familiar son los más recurrentes, como se aprecia en el siguiente cuadro.

	Patrocinios por delitos a mujeres en defensa de víctimas (Agraviadas)

	Nº
	Delitos
	Cantidad

	1
	Omisión de prestación de alimentos
	5,848

	2
	Lesiones leves
	555

	3
	Agresiones contra las mujeres o integrantes del grupo familiar
	553

	4
	Faltas contra la persona
	543

	5
	Violación sexual de menor de edad
	540

	6
	Violencia familiar
	511

	7
	Lesiones graves (Esterilizaciones con REVIESFO)
	353

	8
	Actos contra el pudor en menores
	344

	9
	Violencia familiar – Lesiones leves
	305

	10
	Lesiones culposas
	271


Fuente: Dirección General de Defensa Pública y Acceso a la Justicia

3. ¿Cuáles son los principales impulsores del aumento o disminución de la población carcelaria femenina en la última década?

Al respecto, según lo reportado por la Gerencia del Registro Nacional de Detenidos y Sentenciados a Pena Privativa de Libertad Efectiva (RENADESPPLE), es menester informar que en la última década se han registrado un total de 14,619 ingresos de mujeres a los establecimientos penitenciarios a nivel nacional, siendo el año 2012 en el que más ingresos se registraron con un total de 1,887 ingresos. Sin embargo, desde el 2013 al 2017, pese a una baja en los ingresos, existe un promedio de 1,500 ingresos por año. 
Asimismo, los delitos registrados con mayor incidencia son los delitos contra la seguridad pública, delitos contra el patrimonio y el tráfico ilícito de drogas.

Otras instituciones
1. ¿Cuáles son las otras instituciones fuera del sistema de justicia de Perú en las que las mujeres y niñas están institucionalizadas por motivos tales como el cuidado, penitenciario, protección y prevención contra daños potenciales, etc.? Indique los grupos de mujeres y niñas que están más concernidas en cada situación.
Al respecto, cabe mencionar que existen dos formas distintas de institucionalización de mujeres y niñas fuera del sistema de justicia nacional, ambas a cargo del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, como ente rector en tema de niñas y adolescentes. Por un lado, los Centros de Atención Residencia (CAR) dirigidos por el Programa Integral Nacional para el Bienestar Familiar (INABIF), unidad ejecutora del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, que tiene por finalidad brindar atención integral a las niñas y adolescentes en estado de desprotección familiar y/o en riesgo de estarlo. Actualmente se cuenta con 45 CAR, 14 en Lima y 31 en las regiones, albergando a un promedio de 813 niñas y adolescentes mujeres. El ingreso de las menores a los CAR se da por resolución judicial o administrativa, iniciándose el proceso de investigación tutelar correspondiente.
Cabe mencionar que la metodología de intervención en los CAR comprende cuadro fases. Primero, fase de acogida, donde se brinda soporte emocional al recién llegado, buscando disminuir los efectos negativos de la separación de la familia. Segundo, fase de desarrollo o convivencia, donde se busca desarrollar en el residente su capacidad de resiliencia, tolerancia, autocontrol, autoestima, estabilidad emocional, fortalecer su escala de valores, que lo faculten a protegerse de factores de riesgo, mejorar el nivel de su salud, insertarlo en el sistema educativo correspondiente, fortalecer los vínculos afectivos con su familia. Tercero, fase de reinserción, que busca preparar al residente para el retorno a su familia, ya sea de origen extensa, adoptiva o de acogida familiar. Y, cuarto, fase de seguimiento, que es el apoyo al proceso de reintegración familiar para fortalecer las competencias logradas.

Por otro lado, al amparo de la Ley Nº 30364, ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, se crean los Hogares de Refugio Temporal (HRT), cuya implementación queda a cargo del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables. Dichos hogares tienen la finalidad de brindar refugio temporal, protección, alimentación y atención multidisciplinaria a las personas víctimas de violencia. Para ello, los HRT cuentan con un equipo de trabajo multidisciplinario, conformado por psicólogos/as, abogados/as, trabajadores/as sociales y personal administrativo. A la fecha, en nuestro país se cuenta con un total de 49 HRT, que albergan a las mujeres víctimas de violencia y a sus menores hijos/as.

Por otro lado, los establecimientos penitenciarios que albergan a mujeres mayores de edad. El ingreso de aquellas al sistema penitenciario se inicia con el mandato de detención brindado por la autoridad judicial, posteriormente se procede a su clasificación y ubicación a un establecimiento penitenciario, asignándosele un régimen y etapa para su tratamiento, en concordancia con la normatividad nacional en materia de ejecución penal.

2. Sírvase explicar el proceso de adopción de decisiones para la institucionalización de las mujeres y las niñas en cada situación, incluido el rol de las mujeres y las niñas en la decisión sobre la institucionalización. Por favor, resalte cualquier buena práctica que permita a las mujeres ejercer autonomía y poder de decisión, dentro de los sistemas institucionales, teniendo en cuenta sus derechos

Respecto a ello, es preciso señalar que, como se mencionó en el apartado anterior, la institucionalización de mujeres, niñas y adolescentes se lleva a cabo de distintas formas. Para el caso de las adolescentes mujeres y niñas institucionalizadas en los CAR, es preciso señalar que la decisión de institucionalización se da a través de una resolución de la autoridad competente, como producto de la etapa de investigación tutelar y familiar. En este caso, las adolescentes y niñas son escuchadas en dicho proceso, pero la decisión final recae en el juez o autoridad administrativa.
En el caso de las adolescentes mujeres institucionalizadas en el centro juvenil de diagnóstico y rehabilitación y las mujeres institucionalizadas en los establecimientos penitenciarios, la decisión de institucionalización es consecuencia de un proceso judicial en contra de éstas por infringir la ley penal; por lo tanto, la decisión recae sobre el juez.
A diferencia de las anteriores formas de institucionalización de mujeres, niñas y adolescentes, en el caso de los HRT, éstas ingresan de manera voluntaria en búsqueda de refugio y protección por ser víctimas de violencia, pudiendo ser albergadas hasta un máximo de seis meses o, de manera excepcional, más tiempo si el caso específico lo amerita. Cabe la pena mencionar que las adolescentes y niñas deben contar con la autorización correspondiente de sus padres o personas responsables de ellas.
Confinamiento forzado en contextos privados
1. ¿Qué formas de confinamiento forzado de mujeres y niñas existen en un contexto privado o social sancionado por la familia, comunidad o grupo de individuos tales como secuestro, servidumbre, tutela y prácticas de “honor”, tráfico, detención domiciliaria, “campamentos de brujas”, ritos de viudez, etc.?
Al respecto, es preciso señalar que en el contexto peruano, las actividades terroristas significaron muchas veces el secuestro, encierro y otras formas de confinamiento forzado, actividades que continúan hasta la actualidad, especialmente en la zona del valle de los ríos Apurímac, Ene y Mantaro (VRAEM).
En este contexto, el 27 de julio de 2016, mediante el Decreto Supremo Nº 010-2016-MIMP, se aprobó el “Protocolo para la atención a personas y familias rescatadas de grupos terroristas”, cuya supervisión y monitoreo está a cargo del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, creándose además en ese mismo instrumento normativo la Comisión Multisectorial de Naturaleza Permanente encargada del seguimiento al cumplimiento de dicho Protocolo. Sin embargo, el MIMP informa que, en el marco de sus funciones y competencias, todavía no ha tomado conocimiento específicamente de mujeres o niñas en contexto de confinamiento forzado.

Migración y situaciones de crisis
1. ¿Cuáles son los riesgos específicos de detención y reclusión que enfrentan las mujeres en movimiento en el contexto de la solicitud de asilo, el desplazamiento interno y el proceso migratorio?
Al respecto, según lo reportado por la Superintendencia Nacional de Migraciones se identificaron los siguientes riesgos en el procedimiento de detención y la posterior reclusión de las mujeres extranjera privadas de libertad. Primero, la falta de redes familiares que aporten con la contención emocional de las internas, lo que influye en el detrimento de su salud mental. Segundo, las dificultades para el acceso al sistema de salud nacional. Tercero, en el caso de aquellas que tienen hijos/as menores de tres años, la situación de los menores dentro del establecimiento penitenciario y, pasando el límite de edad de tres años, la situación posterior de dichos menores.
Según cifras oficiales del Instituto Nacional Penitenciario, al mes de junio de 2018, el 2% de la población penitenciaria nacional está conformada por personas extranjeras, siendo éstos en total 1,591 personas, 1,349 varones y 242 mujeres; de estas últimas, 102 tienen la calidad jurídica de procesadas y 140 sentenciadas.

Asimismo, los establecimientos penitenciarios que cuentan con mayor población femenina extranjera son el EP de Chorrillos, contando con 20 internas, EP Anexo de mujeres de Chorrillos, contando con 14 internas y el EP de Lampa, contando con 10 internas.

2. ¿Cuál es la política relacionada con la detención administrativa de las mujeres migrantes, incluidas las mujeres embarazadas y las mujeres con niños/as?

Respecto de las políticas relacionadas a la detención de mujeres, es preciso señalar que conforme al Art. 226º del reglamento del Decreto Legislativo Nº 1350, se establece que son personas en situación de vulnerabilidad las personas extranjeras que se encuentran en situación de desprotección o riesgo de no acceder al ejercicio pleno de sus derechos fundamentales en el Perú, estableciendo en el Art. 227º los distintos supuestos de vulnerabilidad, entre las cuales se enuncia a las personas privadas de libertad.

Frente a esta situación, el Art. 230º del reglamento antes mencionado, establece que, previo informe del órgano especializado en la materia, se deben adoptar medidas migratorias de protección, tales como ampliaciones del plazo y exoneración de multas y derechos de tramitación estipulados en la normatividad migratoria vigente u otros, exoneración de requisitos previstos en la norma e inclusive el otorgamiento de la calidad migratoria especial de manera excepcional en casos de extrema situación de vulnerabilidad.
Adicionalmente, el Art. 11º del citado dispositivo legal, en concordancia con el Art. 229º de dicho reglamento, prescriben que la Superintendencia Nacional de Migraciones pondrá en conocimiento de las autoridades competentes las situaciones de vulnerabilidad en que se encuentren las personas migrantes, para la adopción de las acciones administrativas o jurisdiccionales que correspondan para la protección de sus derechos.

Adicionalmente, mediante Resolución de Superintendencia Nº 117-2018-MIGRACIONES de fecha 05 de abril de 2018, se constituyó el Equipo de Trabajo de Integración Migratoria, cuyas funciones y objetivos son el diseñar, proponer, implementar y evaluar la política migratoria interna de conformidad con los tratados y acuerdos internacionales, promoviendo la integración a la sociedad peruana de las personas migrantes en situación de vulnerabilidad; impulsando las acciones que consideren necesarias para la tutela de su dignidad y sus demás derechos fundamentales. El referido equipo de trabajo se encuentra adscrito a la Gerencia de Política Migratoria de Migraciones.
Asimismo, cabe mencionar que se implementó la calidad migratoria suspendida, de aplicación para los extranjeros que hayan sido detenidos o privados de libertad por infracción a la ley penal, resaltando que comprende las etapas de investigación preliminar, del proceso penal y de cumplimiento de la condena. Se añade que dicha calidad migratoria se extiende al periodo que el extranjero goza de algún beneficio penitenciario, así como al periodo que deba esperar en el territorio nacional hasta que se haga efectiva su salida, permitiéndole realizar actividades formales remuneradas de manera dependiente o por cuenta propia, conforme al Art. 29.2º del Decreto Legislativo Nº 1350.
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